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BOLETÍN Nº 1068-03 (S).

INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, FOMENTO Y DESARROLLO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL FUNCIONAMIENTO DE LAS ADMINISTRADORAS DE RECURSOS DE TERCEROS PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES. 
___________________________________________________________________

"Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a informaros un proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el funcionamiento de las administradoras de recursos financieros de terceros para la adquisición de bienes.


El Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para el despacho de este proyecto de ley, calificándola de "suma".


Para tener un mejor conocimiento de la materia que aborda esta iniciativa legal, la Comisión contó con la asesoría permanente de los señores Luis Sánchez Castellón, asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; Tomás Monsalve, Director Subrogante y Jaime Ulloa, abogado del Servicio Nacional del Consumidor, respectivamente, quienes explicaron los alcances de cada disposición y dieron respuesta a las consultas y dudas que les formularon los señores diputados.


Asimismo, se recibieron las observaciones de las siguientes instituciones, representadas por los señores:

· Renato Arias, Presidente de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Terceros (ASISTA A.G.).

· Raúl Tricallotis, Vicepresidente de la Asociación Gremial de Administradora de Fondos de Terceros (ASISTA A.G.).

· Rodrigo Aldea, Secretario de Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Terceros (ASISTA A.G.).

· Patricio Cavada, Abogado de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Terceros (ASISTA A. G.)

· Eduardo Lira, Presidente de la Asociación Chilena de Administradoras (ACHAD).

· Ronald Highet, Abogado de la Asociación Chilena de Administradoras (ACHAD).


Se hace presente que la Comisión acordó consultar a la Excma. Corte Suprema acerca de las disposiciones contenidas en los artículos 5º inciso segundo y 8º del proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sin perjuicio de similar trámite realizado por el H. Senado respecto de otras disposiciones legales.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


El sistema denominado administradora de recursos financieros de terceros para la adquisición de bienes mediante la formación de planes, programas o grupos se ha constituido en nuestro país en un medio por el cual un grupo cerrado de personas puede llegar a adquirir, luego de un período de tiempo, bienes muebles.


El procedimiento empleado consiste en formar grupos con un determinado número de participantes, los que deben enterar mensualmente cuotas de dinero, las que se incorporan en un fondo común que permite financiar la adquisición de estos bienes.


Para acceder a la adjudicación de un bien se debe participar en asambleas periódicas, en las que mediante ofertas o sorteo, se adjudican los bienes adquiridos con los aportes de los integrantes del grupo. El adjudicatario, mediante el sistema, adquiere el derecho a que la empresa le entregue un bien, que va en relación al monto al cual este haya postulado y, además, a la capacidad de la cuota que se haya comprometido a pagar periódicamente.


El sistema está programado para atender a un sector de la población, el que por diversas circunstancias y dada su capacidad económica, no tiene acceso fácil al crédito que ofrece el mercado financiero.


La empresa adquiere un compromiso de administrar los recursos y de entregar un bien. El adjudicatario, a su vez, toma otro en orden a pagar en un tiempo fijado el valor total de las cuotas a que se comprometió. Sin perjuicio de este compromiso, el adjudicatario debe constituir garantía suficiente que asegure el pago de lo adecuado, lo que permite que todos los integrantes del grupo tengan asegurado que la empresa cumplirá en su oportunidad, con la adjudicación ya sea mediante oferta o sorteo.


Existen hoy, en Santiago, 25 empresas dedicadas a esta actividad, el 90% de ellas se ha especializado en adjudicar automóviles y el resto, en menor escala, en el área de la vivienda y otros productos. Es así como estas empresas ofrecen el mercado su organización y capacidad de administrar los recursos, los que una vez acumulado, se emplean en la adquisición de bienes que se adjudican en dos alternativas: sorteo u oferta del asociado. A su vez, la empresa ,obra una cuota de incorporación al plan y un porcentaje de la cuota periódica por concepto le gastos de administración y ganancia en el negocio.


El procedimiento que emplean esas empresas es de un costo mayor que el que pudiese aplicarse en una compra directa u obtenida a través del sistema financiero, ya que considera el valor de una cuota de incorporación y el porcentaje que retira la empresa como utilidad en el negocio y, si bien esto es reconocido, por otro lado existen personas que por sus actividades les es más fácil acceder a este sistema por carecer de capacidad de crédito.

II SINTESIS DE LAS IDEAS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.


El proyecto de ley en informe, iniciado en una moción del ex Senador don Hugo Ortíz de Filippi busca dar un marco regulatorio a la actividad de estas empresas, en el entendido de .que ellas cumplen un importante papel en la sociedad, cual es facilitar a un sector de la población acceder a determinados bienes que no podrían adquirir en otra forma, dada las circunstancias de capacidad de crédito u otras que impiden su materialización.


Se busca normar la actividad de estas empresas a través de una legislación que imponga condiciones para iniciar este tipo de empresa, que su financiamiento esté sometido a organismos del Estado que fiscalicen su actividad, como es la Superintendencia de Valores y Seguros.



Se exige a las administradoras un capital mínimo para constituirse, el que deberá estar suscrito y pagado para autorizar su existencia. Se obliga a que se formalicen en un contrato las estipulaciones acordadas entre las administradoras y los aportantes de los fondos, las que deben considerar un mínimo de exigencias.


En caso de infracción a las normas legales que regirán esta actividad, se dispone que la Superintendencia de Valores y Seguros podrá sancionarlas.


III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.


a) En general.


Se informó en el debate habido en la Comisión, por parte de los asesores del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que estas administradoras funcionan como sociedades de responsabilidad limitada o personas naturales, con un procedimiento algo similar al que se aplica a las cooperativas de ahorro y crédito.  Captan interesados en formar parte de un plan que desean adquirir un bien, el que generalmente es un automóvil.  La empresa recibe una cuota de incorporación de parte del interesado y se determina en ese momento el monto de dinero que se adoptará y el bien deseado. Una vez reunido el número de integrantes del plan, el que generalmente es de 100 personas, se inicia el sistema mediante la convocatoria periódica a una asamblea, en la que se entrega un bien ya sea por adjudicación o sorteo. El beneficiado debe continuar su participación en el programa, con el pago periódico de dinero al cual se obligó en el instante de su incorporación.


Este procedimiento tiene base legal, pero su aplicación ha sido muy especial y no exenta de dificultades en casos concretos, los que se han traducido en reclamos formulados por los participantes en planes al Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), alegando abusos e irregularidades cometidas por estas empresas.


El señor Tomás  Monsalve (Director Subrogante del SERNAC) expresó que, debido a los innumerables reclamos que el Servicio ha recibido y considerando la necesidad de proporcionar a esta actividad comercial un marco regulatorio especial al margen de la legislación general, es que el Supremo Gobierno se ha interesado en que se legisle sobre la materia.


Agregó que hay que reconocer que parte de estas empresas se encuentran agrupadas en asociaciones gremiales, que actúan en el mercado con seriedad y transparencia pero, también, hay otras que sin estar incorporadas a estas asociaciones, se han dedicado a estafar en forma reiterada a interesados. Es así que el Ejecutivo ha recibido constantes peticiones de parte de estas asociaciones para que se legisle sobre la materia y se define el mercado.


El señor Luis Sánchez (Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción) agregó que esta actividad comercial está amparada por la Constitución Política de la República, en su artículo 19, Nº 21.  Lo que se busca es regularla y evitar los abusos que se han producido en su funcionamiento al no existir un control más estricto sobre ellas.


Informó que el capital comprometido a pagar por el interesado se divide en cuotas periódicas calculadas proporcionalmente en relación al valor del bien que se desea adquirir por lo que éstas no tienen una relación con la unidad de fomento. La práctica de todas estas normas ha hecho que algunas empresas cometan abusos en su manejo y al no existir disposiciones especiales que controlen, se producen estas situaciones anormales.


La Comisión recibió a dirigentes de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Terceros (ASISTA A. G.) y de la Asociación Chilena de Administradoras (ACHAD), quienes entregaron sus observaciones con relación al proyecto de ley en informe.


La primera de las instituciones mencionadas expresó su apoyo a la iniciativa legal en consideración a que en el mercado se encuentran varias de estas administradoras, no afiliadas a ninguna de las asociaciones existentes, que actúan con bastante libertad en el medio, sin control alguno, lo que se ha traducido en abusos y malos manejos de los recursos económicos, entregados por los aportantes


Esta situación ha creado una desconfianza de la población en contra de estas administradoras, perjudicando a las que tienen una organización reconocida, que se han caracterizado por la corrección de sus procedimientos y que se han asociado justamente para lograr una mejor imagen en el medio.


Luego, entregó algunas sugerencias de modificaciones al texto propuesto.


En el artículo 1º proponen que se agreguen bienes inmuebles, con el objeto de dar la posibilidad de incorporar en los programas la adquisición de viviendas o sitios.


Creen que esta modificación permitiría que se atendiese a un vasto sector de la población que no tiene acceso al sistema financiero tradicional.


Con relación a la exigencia de un capital mínimo de 2.000 unidades de fomento para que una administradora pueda constituirse, estiman que ése debiera ser de 5.000 unidades de fomento. en apoyo a esta proposición, señalan que al subirse el capital se está fijando una meta más exigente a cualquier empresa que desee entrar en el mercado, lo que se traducirá en una mayor capacidad de éstas para responder a los requerimientos del mercado.


En cuanto a lo dispuesto en el artículo 6º, que fija las estipulaciones que deberán contener los contratos que se firmen entre las administradoras y los aportantes, en su letra a), se exige que se debe indicar en forma precisa el tipo específico de bien mueble al cual postula el aportante. Creen que con esta norma se impide que el aportante pueda modificar posteriormente su criterio en cuanto al bien que desea adquirir, lo que en la práctica se dan circunstancias especiales que justificasen un cambio.


Respecto a la obligación impuesta en la letra e) del artículo 6º, relativa a los procedimientos qué se aplicarán para la terminación anticipada del plan, debiera tener la misma exigencia que se dispone para el caso de retiro voluntario del aportante, en cuanto a contar con un plazo de 30 días, contado desde la fecha de la firma del contrato. Se justifica esta petición por las diversas modalidades que podría tener el contrato, el que podría encontrarse en alguna de las etapas que se mencionan:

· Búsqueda del bien a asignar.

· Actualización de la documentación requerida para la entrega del bien.

· Asignada la cuota, con el financiamiento para la compra del bien.


Lo anterior justifica poder disponer de un plazo para finiquitar una operación.


Finalmente, objetan en la letra d) de este artículo, el porcentaje que podrá deducirse de lo que correspondiese devolver por concepto de gastos.


Señalaron los representantes de la institución que, a su juicio, esta deducción es muy exigua en relación a los gastos en que deberán incurrir para hacer funcionar un plan.  Solicitan que este porcentaje se eleve al 45%.


El señor Ronald Highet (Abogado asesor de ACHAD) en representación de la segunda de las instituciones escuchadas, expresó que la finalidad perseguida con el proyecto de ley en informe, es regular una actividad comercial, en beneficio de los usuarios del sistema, evitando así que continúen las estafas que periódicamente se denuncian a la justicia.  Agregó que, en síntesis, la iniciativa legal regula tres aspectos:

1. La exigencia de un capital mínimo a cualquier empresa que desee participar en el negocio.

2. Un control más estricto de la Superintendencia de Valores y Seguros, en cuanto al funcionamiento de las administradoras.

3. Una presencia del Estado, a través del Servicio Nacional del Consumidor, que regule el contrato de adhesión que las partes deben suscribir, debiendo visarlos y llevar un registro público de estos instrumentos.


La Comisión, luego de estas exposiciones, realizó un debate acerca de la conveniencia de la iniciativa legal en informe. 


Diversos señores Diputados se expresaron a favor de su aprobación, habida consideración a los antecedentes aportados, tanto por los asesores del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción como por los representantes de las dos asociaciones gremiales. Informaron de denuncias concretas recibidas en sus distritos electorales, las que coinciden con las relatadas en la Comisión.


La Comisión aprobó por unanimidad en general el proyecto de ley.

b) En particular.

Artículo1º.-


Esta disposición fija la característica legal de las administradoras y define su giro, al señalar que su función es recaudar y administrar los dineros o valores pertenecientes a terceros, con el objeto de destinarlos a la adquisición de bienes muebles para su adjudicación o asignación a los terceros que hayan hecho aportes al fondo del plan.


Luego, se precisa la forma cómo se deberá efectuar la adjudicación, al disponer que ésta podrá ser por subasta, sorteo o asignación programada. Se señala que en el evento de usarse el sistema de oferta y sorteo, al menos una de las unidades o bienes deberá adjudicarse por sorteo.


El hecho de dejar expresamente establecido en el texto legal la exigencia de que si se emplea el sistema de oferta y sorteo, al menos una de las unidades o bienes deberá adjudicarse, por sorteo, tiene por finalidad asegurar la opción de asignación del aportante que no esté en condiciones de efectuar aportes adicionales, sin perjuicio de propiciar el ahorro y consecuentemente, la oferta de quienes están en condiciones de subastar.


La Comisión realizó un debate acerca de la conveniencia de incorporar los bienes inmuebles en el proyecto de ley, para permitir que un sector de la población tuviese acceso a una vivienda a través de este sistema.


Los Diputados señores Morales y Villouta se manifestaron contrarios a esta modificación,  dando como razón de su posición, que existen olas instancias para financiar la compra de una vivienda, como es el subsidio y que entrega el Estado o el sistema bancario.  Agregaron que, además, existe una ley que regula el contrato de leasing habitacional, el que está preparado para resolver situaciones de personas que no puedan reunir el monto mínimo exigido por los bancos, como cuota contado, para acceder a un crédito hipotecario.


El diputado señor Pérez Lobos también se expresa en contra de la inclusión de los inmuebles en el texto legal, argumentando que si se aceptase tal criterio, se produciría una discriminación en relación con la obligación impuesta a las cooperativas abiertas de vivienda, que se les exige un capital mínimo de 50.000 unidades de fomento y, en cambio, a estas administradoras sólo se les exige un capital mínimo de 5.000 unidades de fomento, con lo que se produciría una distorsión de mercado en la venta del mismo producto.



La Comisión aprobó este artículo por unanimidad en los mismos términos.

Artículo 2º.-


‑Esta disposición señala que las administradoras deberán constituirse según las disposiciones del Título XIII de la ley Nº 18.046. Agrega que estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


La ley Nº 18.046, de 22 de octubre de 1981, regula las sociedades anónimas. Su Título XIII se refiere a las sociedades sujetas a normas especiales.


Los Diputados señores Tuma, Dupré, Pérez Opazo y García-Huidobro formularon indicación para intercalar la siguiente frase entre las palabras "Seguros," y "con arreglo”:


"en adelante Superintendencia,”


La Comisión aprobó por unanimidad este artículo conjuntamente con la, indicación mencionada.

Artículo 3º.-


Este artículo regula la exigencia de capital mínimo que debe tener una administradora al momento de constituirse.


Se dispone, además, que, si durante su funcionamiento una administradora viese reducido su patrimonio a una cantidad inferior a la exigida ésta deberá completarlo conforme a las normas establecidas en el Título IV del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.  Se agrega que en el evento de cumplido el plazo máximo y el patrimonio de la administradora no se completase sobre el mínimo exigido, se deberá revocar la autorización de funcionamiento de la misma.


Por último, se señala que las administradoras no podrán mantener operaciones cuyo monto exigible exceda en más de cinco veces su capital.


Se establece eso sí una excepción a esta norma, al disponer que se puede superar el límite si se contrata un seguro por el 20% de la diferencia que se produzca.


El decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio, en su Título VI se refiere a la regulación de las compañías de seguros.


En el texto aprobado por el H. Senado, se propone un capital de 2.000 unidades de fomento. En la moción del ex Senador señor Hugo Ortíz de Filippi que dio origen al proyecto de ley en informe se venía proponiendo un capital de 10.000 unidades de fomento. Luego, el Ejecutivo mediante una indicación propuso un capital mínimo de 12.000 unidades de fomento.


En el debate habido en el H. Senado se barajaron diversas cantidades a fijar, las que fluctuaban entre 2.000 y 5.000 unidades de fomento.


La Comisión analizó la materia con detenimiento, considerando los antecedentes entregados tanto por el Ejecutivo como por los representantes de las asociaciones gremiales que reúnen a estas administradoras.


El señor Tuma (Presidente) señaló su preocupación en el sentido de que el capital que en definitiva se fije como mínimo para que puedan funcionar estas administradoras, pudiese convertirse en un freno para el desarrollo de estas empresas, por lo que cree que debiera establecerse el capital en proporción al giro que tenga la empresa.


El señor Sánchez (Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción) expresó que el Ejecutivo no compartió, en su oportunidad, el criterio sustentado por el H. Senado, de fijar un capital de 2.000 unidades de fomento, en razón de considerarlo demasiado bajo en relación con la actividad que desarrollará una administradora, ya que si se tiene presente que un plan con 100 postulantes, con mucha facilidad se podría alcanzar este capital, sin perjuicio de la parte colocada por los ahorrantes.


A su vez, se expresó contrario a la proposición del Diputado señor Tuma, en razón de que podría convertirse esta norma en un freno para incentivar la incorporación de nuevas empresas al sistema.


El Diputado señor Longueira estimó que, a su juicio, el problema no radica en el monto del capital que se le debe exigir a una administradora para que pueda actuar en el medio, sino que es más importante la relación de operación que pueda tener una empresa.


Consecuente con lo expuesto, consideró conveniente mantener el capital mínimo en 2.000 unidades de fomento pero sí rebajar a cuatro veces el monto de capital, que se pueda compro​meter en operaciones.


Los Diputados señores Tuma (Presidente), Dupré, García-Huidobro, Hernández, Morales, Pérez Opazo y Villouta formularon indicación para reemplazar en los incisos primero y tercero de este artículo, los guarismos "2.000" por "5.000".


Expresaron los señores Diputados, autores de la indicación, que al aumentar en una cantidad significativa el capital, buscan dar una señal de seriedad y responsabilidad para las em​presas que actúan en el mercado, en el sentido de que, sin perjuicio de fijarse un marco regulatorio más estricto para su funcionamiento, el subir el monto las obliga a actuar con transparencia frente a sus clientes.


La Comisión aprobó el artículo, conjuntamente con la indicación referida, por unanimidad.

Artículo 4º.-


Esta norma legal fija las obligaciones que deben cumplir las administradoras en su funcionamiento.


Estas son llevar los libros que disponen la ley y la Superintendencia de Valores y Seguros, mantener copia de los contratos tipo que se utilicen y remitir a dicha Superintendencia estados financieros semestrales.


Los señores Tuma (Presidente), Morales, Pérez Lobos, Pérez Opazo y Villouta formularon indicación para sustituir, en la letra a) la palabra "esta" por la expresión “la", con el propósito de mejorar la redacción del texto.


La Comisión aprobó el artículo, conjuntamente con la indicación mencionada, sin debate y por unanimidad.

Artículo 5º


Este artículo dispone las sanciones que podrá aplicar la Superintendencia de Valores y  Seguros a aquellas administradoras que no dieren cumplimiento a las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que las rijan.


Se contempla el procedimiento a seguir para tal efecto y, asimismo, las instancias de que dispondrán las administradoras para reclamar o apelar de las medidas impuestas en su contra.


Las sanciones que pueden ser aplicadas son las contempladas en los artículos 44 y 50 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio, a saber:


"Artículo 44. En caso de incumplimiento de las órdenes que ella les imparta en ejercicio de sus atribuciones, o cuando las compañías no dieren cumplimiento a las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que les incumban, la Superintendencia podrá sancionarlas, debiendo comunicar por escrito la resolución correspondiente. Las sanciones consistirán: 

2º En multa a beneficio fiscal, hasta un monto equivalente a 1.000 unidades de fomento.  En caso de tratarse de infracción reiterada en la misma naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta cinco veces el monto máximo antes expresado. Para estos efectos, se entenderá que hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones entre las cuales no medie un período superior a doce meses;

4º En suspensión de todas o algunas de las operaciones hasta por seis meses; y 

5º En revocación de su autorización de existencia, por resolución de la Superintendencia. "Artículo 50, inciso segundo.”


Los administradores y gerentes de compañías de seguros tendrán las mismas responsabilidades y, estarán sujetos a las mismas normas que los directores y gerentes, en su caso, de las, sociedades anónimas abiertas."


A su vez, los recursos de que disponen las administradoras para objetar las sanciones impuestas se encuentran en el decreto con fuerza de ley Nº 3.538, de 1980, que creó la Superintendencia de Valores y Seguros, Título V que habla de los recursos de reclamación.


Se hace presente que el inciso segundo de este artículo fue introducido por el H. Senado durante la discusión en particular del proyecto de ley, en su primer trámite constitucional.  Esta norma se refiere, como se ha dicho, a los recursos de reclamación que se insertan en los artículos 44 a 46 del decreto con fuerza de ley Nº 3.538. Este último artículo señala que las personas que estimen que una norma, instrucción, comunicación o resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros es ilegal podrán reclamar de ella ante la Corte de  apelaciones de Santiago.


Ahora bien, en razón de introducirse una modificación a la organización y atribuciones de los tribunales y, conforme a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión acordó remitirla a la Excma. Corte Suprema para su conocimiento e informe, en razón de no haberlo hecho el H. Senado en su oportunidad.


El señor García-Huidobro formuló observaciones respecto del carácter en que se entregan a la Superintendencia de Valores y Seguros las atribuciones para aplicar sanciones a las administradoras que incurriesen en infracciones.  Estima que, a su juicio, debiera decirse que "deberá" sancionar.


El señor Pérez Lobos señaló que la fórmula empleada en el texto legal es la que comúnmente se usa en los casos de entregar atribuciones a servicios con facultades fiscalizadoras, las que tienen un cierto grado de discrecionalidad en cuanto a la resolución de sus actos administrativos, los que pueden derivar en actos arbitrarios y pueden ser impugnados por los afectados a través de la vía administrativa o judicial.


La Comisión aprobó este artículo por unanimidad, con la sola modificación formal de sustituir en el primer inciso la frase "al afectado", por "a la afectada", en atención a je se está refiriendo a la administradora.

Artículo 6º.-


Esta disposición norma los contratos que deberán suscribirse entre las administradoras y los aportantes.


Se señala que las partes podrán convenir libremente las cláusulas de éste pero, sí se obliga a que, a lo menos, estos instrumentos consideren ciertas estipulaciones que le den garantía de seriedad.


Se exige que se individualice el tipo específico de bien mueble al cual el aportante postula. Se debe determinar el valor de la cuota de incorporación y de las cuotas periódicas que deberán pagarse, indicándose qué parte de ella corresponde a la administradora como retribución por su actuación como tal.


Se impone la obligación de adjudicar, conforme a la periodicidad pactada, un número determinado de unidades o bienes. Se deben indicar las causales que podrían invocarse para la terminación anticipada de un plan.


Se debe establecer el derecho del aportante a retirarse del plan, cumpliendo determinadas condiciones que resguarden el buen manejo del proceso.


Se obliga a precisar en el contrato, el día, hora y lugar en que se verificarán las asambleas de adjudicación.


Los asesores del Ejecutivo expresaron que este artículo es de gran importancia y en el que se consignan en forma detallada los resguardos que se desean entregar a los aportantes para asegurar que las administradoras hagan buen uso de los dineros recaudados, los inviertan en debida forma y realicen las adjudicaciones que tengan programadas. A su vez, se reglamenta la terminación anticipada del plan y el derecho del aportante para retirarse del mismo, lo que resguarda a las administradoras de posibles actos intempestivos de los aportantes.


La Comisión centró su estudio principalmente en el tema referido al derecho del aportante a retirarse del plan sin expresión de causa, por estimar que es un aspecto que incide en las razones para que las administradoras tengan en determinadas circunstancias una actitud negativa hacia el aportante.


En esta materia se formularon diversos criterios sustentados por los diputados miembros de la Comisión.  Algunos apoyaron la idea de aumentar el plazo de 30 a 60 días para hacer uso del retiro del plan sin expresión de causa, señalando que permitiría disponer de mayor tiempo para resolver el retiro o no del plan, lo que significaría una mayor garantía y protección al usuario.


El señor Tuma y los asesores del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción se manifestaron en desacuerdo con la ampliación de plazo y estimaron suficiente el estipulado en el texto. Recordaron que se propone en el proyecto de ley una mayor presencia del Servicio Nacional del Consumidor en cuanto a aprobar y registrar los contratos que las administradoras celebren con los aportantes, lo que da garantía y seriedad a la materia.

El señor Sánchez (Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción) infor​mó que la normativa general vigente respecto a la terminación de contrato es muy estricta en este caso por lo que, a su juicio, cree conveniente establecer un período de reflexión por parte del aportante para definir si permanece o no en el programa.

Se formularon a este artículo las siguientes indicaciones:

a) De los señores Dupré, García‑Huidobro, Pérez Opazo y Tuma para modificar la ubicación de las letras d) y e), pasando la letra d) a ser e) y viceversa.

b) Del señor Dupré para intercalar en el penúltimo inciso entre las palabras "afiliados" y "a" la frase: "designados mediante sorteo, en la correspondiente asamblea':

c) Del señor Tuma para agregar a continuación de las palabras firma de contrato" lo siguiente:

"o siete días después del primer sorteo. La devolución inmediata de los pagos efectuados con la deducción que se estipule en el contrato no podrá ser superior al 15% de la cuota de incorporación en la primera opción de retiro y al 45% en la segunda opción. ".

d) Del señor Tuma, para reemplazar la letra 0 por la siguiente:

"t) La fecha, hora y lugar de la celebración de la asamblea será notificada a cada integrante del grupo mediante carta certificada, la cual deberá despacharse a lo menos con 10 días de anticipación a la celebración. ".

e) Del señor Tuma para agrega la siguiente letra g), nueva:

g) Las asambleas se realizarán ante notario público u oficial de registro civil, quien deberá dejar constancia en acta de todo lo obrado. Podrán participar en ella todos los miembros del grupo que, estando al día en el pago de las cuotas mensuales, no hayan sido beneficiados por anteriores sorteos o adjudicaciones. ".

El señor Dupré explicó el alcance de la indicación que formuló para intercalar en el penúltimo inciso, entre las palabras "afiliados" y "a”, la frase "designados mediante sorteo en la correspondiente asamblea". Señaló que ella busca evitar que se distorsione el sistema mediante la designación de personas que sean "palos blancos" puestos por las mismas administradoras.

El señor Tuma argumentó que en este artículo se regulan las estipulaciones del contrato que deben suscribir las partes, administradora y aportante. Este artículo es imperativo por cuanto dispone que las partes deben suscribir el contrato antedicho, transformándose en un contrato dirigido por el legislador. Señala que letra d), de por si hace excepción a un principio general del derecho, incorporando a esta ley el llamado periodo de reflexión o derecho a retracto en virtud del cual, la persona que se incorpore al plan de la empresa podrá retirarse sin expresión de causa dentro del plazo de 30 días siguientes a la firma del contrato. La indicación extiende aún más dicho periodo de reflexión a 7 días después del primer sorteo. Sin embargo, agregó que la devolución inmediata de los pagos efectuados, con la deducción que se estipule en el contrato no podrá ser superior al 15 % de la cuota de incorporación en la primera opción de retiro y al 45% en la segundo opción, con lo cual se establece una gradualidad que favorece a la administradora y desincentiva el retiro intempestivo del aportante una vez que el proceso ya se ha iniciado.

El señor Monsalve (Director Subrogante del SERNAC) expresó no estar de acuerdo con la indicación antes referida por cuanto es garantía suficiente para el aportante el periodo de 30 días de que dispone para retractarse del contrato. Con esta letra d), ya se está haciendo una excepción a las normas generales de los contratos, sin embargo, consideró que extender esta excepción aún más, hasta después de efectuado el sorteo podría desestabilizar el mecanismo de este negocio y, en general, los objetivos del proyecto de ley. En efecto, con este nuevo período de reflexión los aportantes van a esperar el resultado del primer sorteo y si no se les adjudica el bien sorteado se van a retirar, con lo cual el sistema cae y se desfinancia. Opinó que el resguardo que se adopta en la misma indicación en orden a graduarla devolución del aporte no tiene fuerza suficiente para mantener los aportantes en el sistema y posteriores sorteos. Concluye señalando que el plazo de retracto de 30 días es suficiente.

La Comisión adoptó los siguientes acuerdos respecto de este artículo:

‑ 
Aprobó por unanimidad el inciso primero y el encabezado del inciso segundo en los mismos términos.

‑ 
Las letras a), b) y r) fueron aprobados sin modificaciones por unanimidad.

-
La letra d) que pasó a ser e) se aprobó por unanimidad conjuntamente con la indicación de los señores Tuma, Dupré, García​-Huidobro y Pérez Opazo para modificar la ubicación de las letras d) y e), pasando la letra d) a ser e) y viceversa.

‑
La letra e) que pasó a ser d) ‑ se aprobó por unanimidad conjuntamente con la indicación del señor Tuma para agregar, a continuación de las palabras "firma del contrato", una frase.

‑
En la letra t) se aprobó por unanimidad la indicación del señor Tuma para consultar una nueva redacción para esta letra, dándose por rechazada la letra t) propuesta en el proyecto de ley en informe.

‑
Se aprobó por unanimidad la indicación del señor Tuma, que consulta una letra g) nueva.

‑
El inciso tercero se aprobó por unanimidad conjuntamente con !a indicación del señor Dupré para intercalar una frase nueva.

‑
El inciso cuarto se aprobó en los mismos términos propuestos por unanimidad.

Artculo 7°.

Este artículo dispone que a las administradoras se les aplicarán las normas contenidas en los Títulos 111 y IV del decreto con fuerza de ley N° 3.538, de 1980, que creó al Superintendencia de Valores y Seguros.

Se regula el procedimiento a aplicar en el evento de que la Superintendencia revoque la autorización de existencia de una administradora, disponiendo que un liquidador o un sindico de quiebras deberá liquidar las operaciones que se hubieren iniciado por la administradora sancionada y que no se encuentran terminadas.

La Comisión aprobó este artículo por unanimidad en los mismos términos.

Artículos 8° y 9°.


El Ejecutivo formuló indicación para consultar como artículos 8° y 9° del proyecto los siguientes, pasando los actuales artículos 8° y 9° a ser 10 y 11:


"Artículo 8°. El Servicio Nacional del Consumidor actuará como órgano colaborador de la Superintendencia de Valores y Seguros respecto de las actividades reguladas por esta ley y llevará un registro especial de los contratos a que se refiere el artículo 6°. En virtud de lo anterior, toda administradora deberá someter a su aprobación y registro los respectivos modelos de contrato, como asimismo sus modificaciones posteriores.


La aprobación y registro de los contratos será un trámite esencial y previo a la formación de planes, programas o grupos para la adquisición y posterior asignación de bienes.


La aprobación del contrato sólo podrá ser denegada por incumplimiento de las disposiciones de esta ley o de su reglamento. La resolución que deniegue la aprobación y registro será reclamable por el afectado, dentro del plazo de 20 días hábiles contado desde su notificación, ante el juez de letras en lo civil correspondiente a su domicilio.


El tribunal conocerá de la reclamación en única instancia, sin forma de juicio, con los antecedentes que el reclamante proporcione en su presentación y oyendo previamente al Servicio Nacional del Consumidor. Este último deberá evacuar su informe dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde la recepción de la comunicación del tribunal, la que se notificará por cédula, acompañando copia íntegra de la reclamación. Para estos efectos, los días sábado serán considerados inhábiles.


Si el tribunal rechazare total o parcialmente la reclamación, ordenará lo pertinente para subsanar los defectos del proyecto de contrato sometido a su examen, bajo apercibimiento de prohibir su aplicación por el reclamante.


Artículo 9°. Los consumidores que estimen lesionados los derechos que la presente ley reconoce, podrán reclamar de ello ante el Servicio Nacional del Consumidor, el cual conferirá traslado del reclamo a la administradora respectiva; a fin de que ésta formule tos descargos que procedan o proponga la o las altemativas de solución que estime convenientes.


Para lograr la solución del conflicto, el Servicio Nacional del Consumidor podrá comunicarse con las partes, ponerlas en contacto, proponer bases de solución y, en general, adoptar las providencias necesarias para alcanzar un acuerdo satisfactorio para el consumidor y la administradora, con arreglo a principios de equidad.


Si agotadas las medidas conducentes a la búsqueda de una solución satisfactoria para las partes, ésta no se lograre, el Servicio podrá, atendido el mérito de los antecedentes, desechar el reclamo o formular la denuncia que corresponda.


En caso de producirse un avenimiento entre las partes, una vez cumplidas sus estipulaciones se entenderán, por ese sólo hecho, extinguidas todas las acciones que otorga esta ley, sin perjuicio de las excepciones legales correspondientes. ".


El señor Sánchez (Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción) informó que el artículo 80 nuevo propuesto había sido considerado por el M. Senado en el primer trámite constitucional pero no fue aprobado.


Señaló que este artículo consagra la calidad de órgano colaborador del Servicio Nacional del Consumidor ante la Superintendencia de Valores y Seguros, respecto de las actividades reguladas en este proyecto de ley.


Lo importante es que se obliga al Servicio Nacional del Consumidor a aprobar y registrar todos los contratos que celebren las administradoras con los aportantes, dando el carácter de trámite esencial y previo a toda formación de planes, programas o grupos.


Luego se reglamenta el procedimiento de reclamo ante los tribunales de justicia por la negativa del Servicio de aprobar los referidos contratos. 


El artículo 9° nuevo propuesto fija un mecanismo de solución de conflictos extrajudicial que se pudiesen producir entre las partes.


Se señaló en el debate habido que estas dos disposiciones, unidas a las contempladas en el artículo 6° que regula los contratos, constituyen las herramientas legales más completas para encarar el funcionamiento de las administradoras de recursos de terceros que hasta la fecha se encuentran bastante cuestionadas respecto de su responsabilidad y transparencia en su actuar en el medio comercial.


La Comisión aprobó por unanimidad estos dos artículos nuevos propuestos como 8° y 9°.

Artículos 8° y 9° (del proyecto del H. Senado que pasaron a ser 10 y 11).


El primero de los artículos dispone que ninguna persona natural o jurídica podrá ejercer como administradora sin que previamente se haya constituido conforme a las estipulaciones del artículo 2° de este proyecto de ley.


La infracción a esta norma será constitutiva del delito de estafa y se sancionará como tal, de acuerdo con las disposiciones del artículo 151 del Código Penal.


El segundo, dispone que las normas de esta ley primarán sobre las estipulaciones contractuales acordadas entre las partes y se le da el carácter de normas de orden público.


Ambos artículos van en la misma dirección que lleva todo el texto legal, cual es proteger en debida forma los intereses de los usuarios de este sistema, en especial, de aquellas personas de recursos limitados y de menos formación, para que no sean sorprendidas por empresas formadas de facto y que han desprestigiado el sistema.


La Comisión aprobó por unanimidad ambos artículos sin modificaciones.

Artículo transitorio


Esta norma reglamenta la existencia de las administradoras que se encuentran actuando en el mercado. Para tal efecto otorga un plazo de 180 días, contados desde la fecha de vigencia de esta para que ajusten sus operaciones a este nuevo texto legal.


Se les permite continuar, siempre que se avengan cumplir las nuevas exigencias, en caso contrario, serán liquidadas forme al mismo procedimiento establecido en el articulo 7°.


La disposición es categórica, no se permite continuar su giro a ninguna que no se acomode a la nueva estructura legal.


La Comisión aprobó este artículo por unanimidad modificaciones.

ARTÍCULOS QUE EL H. SENADO CALIFICÓ COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO O DE QUÓRUM CALIFICADO Y LA DE AQUELLOS A LOS CUALES LA COMISIÓN OTORGÓ IGUAL CARÁCTER.

El H. Senado calificó como norma de carácter orgánico constitucional el artículo 8°, actual 10.


La Comisión otorgó igual carácter a los artículos 8° y 10, en atención a que se otorgan nuevas atribuciones a los tribunales de justicia, modificándose en consecuencia la ley Orgánica Constitucional que determina la organización y atribuciones de los mismos.

ARTÍCULOS QUE DEBE SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No existen en el proyecto de ley norma alguna en esta condición.

VI.
ARTICULOS E MIDICACIÚNES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


La Comisión rechazó la letra t) del artículo 6 propuesta en el texto aprobado por el H. Seriado que es del siguiente tenor.


“f) El día y hora en que se verificarán las asambleas de adjudicación."

VII.
ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo prestó su aprobación al proyecto de ley remitido por el H. Senado, con las siguientes modificaciones: 

Artículo 2°


a) Intercalar entre las palabras "Seguros," y "con", la frase: "en adelante Superintendencia".

Artículo 3°


b) Reemplazar en los incisos primero y segundo, los guarismos "2000" por "5000".

Artículo 4°


c) En la letra a), reemplazar la palabra "esta" por “la”.

Artículo 5°


d) En el inciso primero, reemplazar las palabras "al afectado" por "a la afectada"

Artículo 6°


1. Reemplazar la parte final de la letra d) que viene a continuación de las. palabras “firma del contrato”, por lo siguiente: "o siete días después del primer sorteo. La devolución inmediata de los pacos efectuados con la deducción que se estipule en el contrato no podrá ser superior al 15% de la cuota de incorporación en la primera opción de retiro y al 45% en la segunda opción. ". 


2. Modificar la ubicación de las letras d) y e) aprobadas por el H. Senado, pasando la letra d) a ser e) y viceversa.


3. Reemplazar la letra f) aprobada por el H. Senado, por la siguiente:


"f) La fecha, hora y lugar de la celebración de la asamblea será notificada a cada integrante del grupo mediante carta certificada, la cual deberá despacharse a lo menos con diez días de anticipación a la celebración."


4. Agregar una letra g) nueva del siguiente tenor:


"g) Las asambleas se realizarán ante notario público u oficial de registro civil, quien deberá en acta dejar constancia de todo lo obrado. Podrán participar en ellas todos los miembros del grupo que, estando al día en el pago de las cuotas mensuales, no hayan sido beneficiados por anteriores sorteos o adjudicaciones. ".


5. Intercalar en el penúltimo inciso, entre las palabras "afiliados" y "a planes"; la frase: «designados mediante sorteo en la correspondiente asamblea,”.


6.  Agregar los siguientes artículos nuevos, como 8° y 9°, pasando Ios 8° y 9° aprobados por el Senado, a ser 10 y 11:


“Artículo 8°.- El Servicio Nacional del Consumidor actuará como órgano colaborador de la Superintendencia de Valores y Seguros respecto de de las actividades reguladas por esta ley y llevará un registro especial de los contratos a que se refiere el artículo 6°. En virtud de lo anterior, toda administradora deberá someter a ser aprobación y registro los respectivos modelos de contrato, como asimismo sus modificaciones posteriores.


La aprobación y registro de los contratos será un trámite esencial y previo a la formación de planes, programas o grupos para la adquisición y posterior asignación de bienes.


La aprobación del contrato sólo podrá ser denegada por incumplimiento de las disposiciones de esta ley o de su reglamento. La resolución que deniegue la aprobación y registro será reclamable por el afectado, dentro del plazo de veinte días hábiles contado desde su notificación, ante el juez de letras en lo civil correspondiente a su domicilio.


El tribunal conocerá de la reclamación en única instancia, sin forma de juicio; con los antecedentes que el reclamante proporcione en su presentación y oyendo previamente al Servicio Nacional del Consumidor. Este último deberá evacuar su informe dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la recepción de la comunicación del tribunal, la que se notificará por cédula, acompañando copia íntegra de la reclamación. Para estos efectos, los días sábados serán considerados inhábiles.


Si el tribunal rechazare total o parcialmente la reclamación, ordenará lo pertinente para subsanar los defectos del proyecto de contrato sometido a su examen, bajo apercibimiento de prohibir  aplicación por el reclamante.


Artículo 9°.‑ Los consumidores que estimen lesionados los derechos que la presente ley reconoce, podrán reclamar de ello ante el Servicio Nacional del Consumidor, el cual conferirá traslado del reclamo a la administradora respectiva, a fin de que ésta formule los descargos que procedan o proponga la o las alternativas de solución que estime convenientes.


Para lograr la solución del conflicto, el Servicio Nacional del Consumidor podrá comunicarse con las partes, ponerlas en contacto, proponer bases de solución y, en general, adoptar las providencias necesarias para alcanzar un acuerdo satisfactorio para el consumidor y la administradora, con arreglo a principios de equidad.


Si agotadas las medidas conducentes a la búsqueda de una solución satisfactoria para las partes, ésta no se lograre, el Servicio podrá, atendido el mérito de los antecedentes, desechar el reclama o formular la denuncia que corresponda.


En caso de producirse un avenimiento entre las partes, una vez cumplidas sus estipulaciones se entenderán, por ese sólo hecho, extinguidas todas las acciones que otorga esta ley, sin perjuicio de las excepciones legales correspondientes. ".


En consecuencia, el proyecto de ley en informe ha quedado redactado en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°. Las empresas administradoras de consorcios o de planes colectivos para la adquisición de bienes, denominadas también en esta ley administradoras, serán sociedades anónimas que tendrán como giro único y exclusivo el recaudo y administración de dineros o valores pertenecientes a terceros, a fin de destinarlos a la adquisición de bienes muebles para su adjudicación o asignación a los terceros aportantes del fondo.


La adjudicación podrá efectuarse mediante subasta, sorteo o asignación programada. En el caso de oferta y sorteo, al menos una de las unidades o bienes deberá adjudicarse por sorteo.


Artículo 2°. Las administradoras deberán constituirse con sujeción a los trámites y requisitos establecidos en el Título XIII de la Ley N° 18.046 y estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante Superintendencia, con arreglo a las disposiciones que establece esta ley.


Artículo 3°. El capital de las administradoras no podrá ser inferior a 5.000 unidades de fomento al momento de constituirse y deberá encontrarse íntegramente suscrito y pagado para autorizarse su existencia.


No obstante, si durante su funcionamiento su patrimonio se redujere a una cantidad inferior a las 5.000 unidades de fomento, la administradora deberá completarlo basta la cantidad mínima señalada, aplicándose para ello las normas contenidas en el Titulo IV del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931. Si transcurrido el plazo máximo el patrimonio de la administradora no superare el mínimo legal, se revocará su autorización de existencia.


Las administradoras no podrán mantener operaciones cuyo monto exigible exceda en más de cinco veces su capital. Sin embargo, podrán superar dicho límite contratando un seguro por el 20 % de la diferencia.


Artículo 4°. Las administradoras estarán obligadas a:


a) Llevar los libros que prescribe la ley y los que determine la Superintendencia y mantener, en las sedes donde ejerzan su actividad, copia de los contratos tipo que utilice a disposición del público y de la autoridad competente.


b) Enviar a la Superintendencia estados financieros semestrales, la cual podrá exigirles que sean objeto de auditoría por auditores independientes.


La Superintendencia reglamentará, mediante normas de carácter general, la forma como deberá darse cumplimiento a las obligaciones establecidas en este artículo. 



Artículo 5°. Si las administradoras no dieren cumplimiento a las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que las rijan, la Superintendencia podrá sancionarlas, debiendo para ello comunicar por escrito a la afectada la resolución correspondiente. Las sanciones serán las contempladas en el inciso primero, N°s 2, 4 y 5 del artículo 44 y en el inciso segundo del artículo 50 del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931.


Los actos u omisiones de la Superintendencia en relación a las administradoras, estarán sujetos a los recursos que contempla el decreto ley N° 3.538, de 1980, en su Título V.


Artículo 6°. Las administradoras deberán suscribir un contrato con los aportes de los fondos para la prestación de los servicios que regula esta ley.


Las partes podrán convenir libremente en el contrato la forma, modalidades y condiciones de los servicios, debiendo no obstante incluirse, a lo menos, las siguientes estipulaciones:


a) La indicación de tipo específico del bien mueble a cuya adquisición tendrá derecho el aportante;


b) El valor de la cuota de incorporación y de las cuotas periódicas que deberán pagarse, así como la parte de ellas correspondiente a la retribución percibida por la administradora;


c) La obligación de adjudicar, con la periodicidad que se pacte, un número determinado de unidades o bienes, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 1°;


d) El derecho del aportante que no se hubiese adjudicado o asignado un bien, a retirarse del plan sin expresión de causa, dentro del plazo de treinta días siguientes a la firma del contrato o siete días después del primero sorteo.  La devolución inmediata de los pagos efectuados con la deducción que se estipule en el contrato no podrá ser superior al 15% de la cuota de incorporación en la primera opción de retiro y al 45 % en la segunda opción;


e) Las causales de de terminación anticipada del plan y los procedimientos aplicables en tales casos, contemplándose la forma en que se procederá a la devolución de las cuotas aportadas, con deducción del margen especificado para retribución por concepto de administración y sin perjuicio de las penas pactadas por las partes;


f) La fecha, hora y lugar de la celebración de la asamblea será notificada a cada integrante del grupo mediante carta certificada, la cual deberá despacharse a lo menos con diez días de anticipación a I celebración;


g) Las asambleas se realizarán ante 1 notario público u oficial de registro civil, quien deberá en acta dejar constancia de todo lo obrado.  Podrán participar en ellas todos los miembros del grupo que estando al día en el pago de las cuotas mensuales, no hayan sido beneficiados por anteriores sorteos o adjudicaciones.


Las administradoras deberán informar semestralmente a la Superintendencia el calendario de las asambleas, señalando día, hora y lugar de su realización. Las actas de las asambleas deberán consignar las asignaciones acordadas en ellas y serán suscritas por al menos dos afiliados designados mediante sorteo en la correspondiente asamblea, a planes participantes en su celebración.


Se aplicará a las administradoras lo dispuesto en el artículo 271 del Código de Comercio.


Artículo 7°. Serán aplicables a las administradoras todas las normas contenidas en los Título III y IV del derecho ley N° 3.538, de 1980.


En caso de aplicarse por la Superintendencia la sanción de revocación de la autorización de existencia, las operaciones que se hubieren efectuado por parte de la administradora serán liquidadas por un liquidador o un síndico de quiebras designado por el Superintendente en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 4° del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931.


Artículo 8°. El Servicio Nacional del Consumidor actuará como órgano colaborador de la Superintendencia de Valores y Seguros respecto de las actividades reguladas por esta ley y llevará un registro especial de los contratos a que se refiere el artículo 6°.  En virtud de lo anterior, toda administradora deberá someter a su aprobación y registro los respectivos modelos de contrato, como asimismo sus modificaciones posteriores.

La aprobación y registro de los contratos será un trámite esencial y previo a la formación de planes, programas o grupos para la adquisición de bienes.

La aprobación del contrato sólo podrá ser denegada por incumplimiento de las disposiciones de esta ley o de su reglamento.  La resolución que deniegue la aprobación y registro será reclamable por el afectado, dentro del plazo de veinte días hábiles contado desde su notificación, ante el Juez de Letras en lo Civil correspondiente a su domicilio.


El tribunal conocerá de la reclamación en única esencia, sin  forma de juicio, con los antecedentes que el reclamante proporcione en su presentación y oyendo previamente al Servicio Nacional del Consumidor.  Este último deberá evacuar su informe dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la recepción de la comunicación del tribunal, la que se notificará por cédula, acompañando copia íntegra de la reclamación.  Para estos efectos, los días sábados serán considerados inhábiles.


Si el tribunal rechazare total o parcialmente la reclamación, ordenará lo pertinente para subsanas los defectos del proyecto de contrato sometido a su examen, bajo apercibimiento de prohibir su aplicación por el reclamante.



Artículo 9°. Los consumidores que estimen lesionados los derechos que la presente ley reconoce, podrán reclamar de ello ante el Servicio Nacional del Consumir, el cual conferirá traslado del reclamo a la administradora respectiva, a fin de que ésta formule los descargos que procedan o proponga la o las alternativas de solución que estime convenientes.


Para lograr la solución del conflicto, el Servicio Nacional del Consumidor podrá comunicarse con las partes, ponerlas en contacto, proponer bases de solución y, en general, adoptar las providencias necesarias para alcanzar un acuerdo satisfactorio para el consumidor y la administradora, con arreglo a principios de equidad.


Si agotadas las medidas conducentes a la búsqueda de una solución satisfactoria para las partes, ésta no se lograre, el Servicio podrá, atendido el mérito de los antecedentes, desechar el reclamo o formular la denuncia que corresponda.


En caso de producirse un avenimiento entre las partes, una vez cumplidas sus estipulaciones, se entenderán por ese sólo hecho, extinguidas todas las acciones que otorga esta ley, sin perjuicio de las excepciones legales correspondientes.


Artículo 10°. Ninguna persona natural o jurídica podrá ejercer la actividad definida en el artículo 1° de esta ley sin haberse constituido previamente en la forma prevista en el artículo 2°.  La infracción a esta prohibición será constitutiva del delito de estafa previsto y sancionado en el párrafo VIII, Título Noveno, del Código Penal.  Sin perjuicio de las penas asignadas a este delito, será aplicable una multa de 50 a 500 unidades de fomento.


En los casos de infracción a la prohibición señaladas en el inciso anterior, la Superintendencia o el Servicio Nacional del Consumidor podrán solicitar al juzgado del crimen competente, como medida cautelar y a título preventivo, la clausura de las oficinas o establecimientos en que se ejercieren esas actividades.  Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales en que puedan incurrir las personas que administren las oficinas o establecimientos, las que en todo caso responderán solidariamente ante los perjudicados.


En la situación prevista en el inciso anterior, el tribunal deberá requerir del Superintendente la liquidación de las operaciones que se hubieren efectuado, conforme a lo señalado en el inciso final del artículo 7°.


Artículo 11°. Las disposiciones establecidas en el presente cuerpo legal tendrán el carácter de normas de orden público y primarán sobre las estipulaciones contractuales que establezcan las partes en todo lo que se oponga a la presente ley.


Artículo Transitorio. Las empresas que en la actualidad ejerzan la actividad a que se refiere el artículo 1° dispondrán de un plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de vigencia de esta ley, para ajustar su operación a las normas de este ordenamiento.


Las empresas que no se adecuen en el plazo establecido en el inciso anterior, serán liquidadas por un liquidador designado en la forma prevista en el artículo 7°.


Las normas relativas a contratos contempladas por la presente ley entrarán en vigencia dentro del término de treinta días contado desde su publicación en el Diario Oficial.”.

- o -


Se designó Diputado Informante a don Carlos Dupré Silva.


Sala de la Comisión a 14 de julio de 1995.


Aprobado en sesiones de 4 y 11 de julio de 1995 con la asistencia de los diputados señores: Tuma (Presidente), Dupré, García-Huidobro, Hernández, Longueira, León, Morales, Pérez Lobos, Pérez Opazo y Villouta.

LUIS PINTO LEIGHTON

Secretario de la Comisión

